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EL GOBIERNO NO FLEXIBILIZARÁ EL DÉFICIT 
AUTONÓMICO 
 

El ministro de Economía y Competitividad, Luis de Guindos, confirma que el ajuste de las Comunidades 
Autónomas es imprescindible. El Secretario de Estado de Administraciones Públicas reitera que no habrá 
flexibilidad con las Comunidades en sus objetivos de déficit. 
 
 

El ministro de Economía y Competitividad, Luis de 
Guindos, ha asegurado que el ajuste necesario para 
poner en orden las cuentas públicas del país "es 
imprescindible y tienen que aceptarlo absolutamente 
todas las administraciones". 
 
De Guindos durante la apertura del Encuentro 
Financiero Internacional Bankia 2012 ha afirmado que 
"estamos todos en el mismo barco y vamos a remar en 
la misma dirección", en referencia a las Comunidades 
Autónomas insinuando que no habrá ningún tipo de 
trato favorable. "Se van a pedir sacrificios, pero 
lógicamente se va a pedir una mayor solidaridad a quien 
más tiene", ha dicho.  
 
La Comunidades Autónomas temen que el esfuerzo que 
se les exige ahora, siendo ellas las responsables de la 
desviación del déficit, ponga en riesgo servicios 
esenciales en sus territorios como educación, sanidad … 
De Guindos afirmó que "ya se ha hecho un reparto 
equitativo de esa carga". 

Para el ministro "Las medidas que hemos anunciado y 
las que están por venir van en la buena dirección, ha 
defendido Guindos, quien ha dicho que "hay luz al final 
del túnel". 
 
Por su parte el secretario de Estado de Administraciones 
Públicas, Antonio Beteta, ha reiterado que "no habrá 
flexibilidad ninguna" en los objetivos de déficit que el 
Ministerio de Hacienda ha fijado a las comunidades 
autónomas para 2012. "El Estado ha dado muchos 
pasos, ahora les toca a las comunidades autónomas dar 
los siguientes". 
 
Según Beteta, las comunidades tendrán que reducir este 
año el déficit del 2,9% al 1,5%, lo que supone un ajuste 
de más de 13.000 millones de euros. También ha 
recordado que la línea de crédito de 35.000 millones de 
euros que recibirán autonomías y ayuntamientos para 
pagar a proveedores está condicionada a realizar un 
recorte del gasto en los próximos dos años. 

 
 
 


